LA CUOTA DE PANTALLA CINEMATOGRÁFICA. SU CONSTITUCIONALIDAD. PROPUESTAS DE REFORMA
 
I. INTRODUCCIÓN
 

Ya en 1968 Guillermo A. Borda y José M. Astigueta sostenían: “Desde hace muchos años viene siendo especial preocupación de los poderes públicos la influencia que tiene el espectáculo sobre las costumbres de vastos sectores de la población y muy especialmente de la juventud. Y es claro que no podía ser de otro modo si se tiene en cuenta que el cine es hoy un medio masivo de comunicación social, enormemente difundido en nuestro medio y con recursos tales que, a través de la imagen, el sonido, el color y el movimiento, cautiva la atención y hasta la voluntad de los espectadores”.

“…Es razonable entonces que los poderes públicos hayan arbitrado remedios orientados a evitar que esa técnica maravillosa que es a un tiempo, para el hombre moderno, entretenimiento, expresión de cultura, arte, industria, comercio e instrumento idóneo como el que más para el conocimiento y acercamiento de los pueblos, vea desvirtuada esa noble misión y sea puesta a menudo al servicio del desorden social y de oscuros intereses”.

Los párrafos transcriptos forman parte de la Nota al Poder Ejecutivo acompañando el proyecto de ley 18.019, que efectivamente culminó siendo tal
[1]. Si bien sólo un eufemismo permite calificar como “ley” a un acto emanado del Poder Ejecutivo –cuanto más cuando éste es de facto, como en el caso-, la actualidad de los argumentos esgrimidos por los autores del proyecto no dejan de llamar la atención.

El tiempo ha demostrado sin embargo, que los peligros que se ciernen sobre nuestro arte y cultura no parecen tener que ver con sinuosos y poco accesibles valores (en el caso del proyecto, ligados a evasivos conceptos de familia, buenas costumbres, “salud moral del pueblo”, “seguridad nacional” y “lo inherente a la preservación y perfeccionamiento de las características del estilo nacional de vida y de las pautas culturales de la comunidad argentina” –sic., sic. y recontrasic.) sino con la difícilmente discutible evidencia de que estamos desprotegidos frente a una industria trasnacional hegemónica que impone formas de distribución, exhibición y consumo (y, por supuesto, y de paso, también valores).

Es que, en la actualidad afortunadamente parece impensable sostener que en lo que hace al cine “no hay país alguno en el mundo que carezca de censura previa a la exhibición pública”
[2]. Pero entender repugnante la pública reivindicación de la censura no nos impide advertir la paradoja de que, en nuestros días, deberíamos comenzar a estudiar mecanismos que impidan que los pretendidos valores de “la moral occidental y cristiana” se terminen por transformar en un discurso único, ajeno a toda posibilidad de democrático disenso, anulando todo atisbo de diversidad cultural.

No se nos escapa que lo relativo a la censura sigue siendo un tema de interés aún en nuestros días
[3]. Sin embargo, en el presente trabajo nos ceñiremos a estudiar la forma de prevenirnos de otros “oscuros intereses”, que bajo la excusa de la desregulación, blandiendo el ejercicio de pretendidos derechos, se oponen a toda posibilidad de intervención estatal en el ámbito de la distribución y exhibición cinematográfica. Pues bien, el objeto de estas líneas tiene que ver con el intento de justificar la validez de la llamada “cuota pantalla” en el marco del bloque de constitucionalidad y legalidad, proponiendo, además, distintos mecanismos que hagan no sólo a la defensa del cine argentino sino a la de la diversidad cultural.

En definitiva, no se trata sino de pensar en mecanismos legales que, respetando los principios constitucionales, permitan evitar que terminen imponiéndose los designios del “legislador” de 1968, ya no por la censura directa que implica cortar o derechamente prohibir una determinada película, sino porque esa película no va a formar parte de la “oferta” que el “mercado libre” nos provea
[4].
 
II. LAS LLAMADAS “INDUSTRIAS CULTURALES”
 
Resulta difícil, sino imposible, abordar cualquier debate serio sobre la “cuota de pantalla” si, previamente, no reflexionamos acerca de qué entendemos por actividad cinematográfica, y cuáles son los alcances y caracteres que a ella le asignamos.
Es que sólo a partir de una definición clara de este concepto será posible delinear cuál es el rol que le corresponde jugar al Estado en la materia y, por sobre todo, cuáles serán los límites que deberá respetar la regulación que desde ese ámbito se intente poner en práctica sobre la actividad.
En este orden de ideas, si se califica a la cinematografía como una mera actividad industrial y comercial destinada exclusivamente al entretenimiento, no existirían razones que impidan someterla a los principios, tanto jurídicos como económicos, que rigen el libre comercio
[5]. 
Esto significa, en otras palabras, una mínima intromisión estatal, destinada tan sólo a garantizar a todos los actores del mercado el respeto las reglas que lo rigen. Cualquier reglamentación que excediera esos límites podría ser considerada como distorsiva e, incluso, contraria a las libertades comerciales e industriales consagradas en los distintos ordenamientos nacionales o internacionales.
Si se sostiene esta posición, deberá necesariamente concluirse en que tanto el rol del Estado como el régimen jurídico aplicable a la producción, circulación y comercialización de productos cinematográficos no debería variar, sustancialmente, de aquel que se implementa con otros bienes ofrecidos libremente en el mercado. 
Sin embargo, disentimos con este criterio. En efecto, creemos que no es posible equiparar la actividad cinematográfica a la producción de electrodomésticos, automotores o caños de acero sin costura.
Tal paralelismo implica desconocer que el cine, al igual que otras expresiones artísticas, es portador de identidades, valores y significados y que, en consecuencia, cumple un rol fundamental en la definición de las sociedades. Ignorar ello significa degradar a la cultura hasta llevarla al papel de una simple mercancía. 
Desde nuestra óptica, a la hora de definir la actividad cinematográfica resulta indispensable recurrir al concepto de “industrias culturales”, cuyos orígenes se remontan a los años 40, cuando algunos teóricos advirtieron la existencia de ciertas industrias que desarrollaban productos culturales a partir de técnicas y procedimientos propios de actividades económicas de mercado
[6].
Esta noción, esbozada a mitad del siglo XX, ha sido perfeccionada con el transcurso del tiempo y, cuenta ya con una definición institucional. En efecto, según la UNESCO
[7], son industrias culturales “aquellas que producen y distribuyen servicios culturales que, considerados desde el punto de vista de su calidad, utilización o finalidad específicas, encarnan o transmiten expresiones culturales, independientemente del valor comercial que puedan tener”
[8].
Esta definición pone claramente de manifiesto que las actividades, bienes y servicios producidos por este tipo industrias tienen un carácter mixto ya que presentan a la vez una faceta económica y otra cultural, lo que impide que sean tratados como si sólo tuviesen un valor comercial
[9].
GETINO sostiene que desde hace más de un siglo, el cine forma parte del amplio campo de las industrias culturales donde convergen las dos principales dimensiones –tangible e intangible- que posibilitan su existencia económico-industrial e ideológico-cultural.
[10]
Es que, efectivamente, detrás de estas empresas no sólo se encuentra involucrado el interés individual y patrimonial de sus titulares sino también el de la sociedad en su conjunto, pues por su intermedio se canalizan productos o servicios que contribuyen decididamente a constituir el acervo cultural y la identidad de una Nación.
Por ello, y atento a la trascendencia social de los valores involucrados, no parece irrazonable sostener que el Estado tiene un especial interés en la actividad de estas industrias y, por lo tanto, deben reconocérsele amplias facultades en materia de regulación para garantizar su tutela.
Fundamentalmente, si se repara en la existencia de factores que, como la globalización y la desigualdad económica, conducen a la constitución de grandes conglomerados culturales-comerciales que, a través de un constante “bombardeo” de sus productos sobre las naciones menos desarrolladas
[11], favorecen la unificación de contenidos culturales y la supresión de miradas alternativas, nacionales o regionales. 
Ante este fenómeno, que no es meramente potencial, sino real y concreto, el Estado no puede aparecer como un mero garante de las reglas de juego para los actores privados sino que, necesariamente deberá asumir un rol activo, implementando medidas que preserven los derechos individuales de los titulares de esos emprendimientos, pero que también garanticen a todos los ciudadanos la posibilidad de gozar plena y efectivamente de los bienes y servicios culturales.
Tal tarea aparece como sumamente ardua y compleja pues la doble faceta que presentan las industrias culturales impone al Estado la permanente obligación de mediar entre mercado y cultura, conceptos que, cada vez más asiduamente, parecen resultar manifiestamente incompatibles. 
 
III. LA PROTECCIÓN DE LA CULTURA EN OTROS PAÍSES

Antes de referirnos al caso argentino, es de interés realizar una breve referencia a cómo se define la cuestión atinente a la defensa de la cultura en otros países. Por supuesto, en este conjunto dejamos afuera a los Estados Unidos de Norteamérica, por cuanto lo que nos interesa es, justamente, cómo es que en otras latitudes se intentan hallar remedios contra lo que GETINO ha denominado la “hegemonía hollywoodense”.

Es que, como bien observa dicho autor, el dominio estadounidense de las pantallas a escala internacional –superior al 70% como promedio- no se compadece con la presencia de otras cinematografías en los cines locales, las que apenas representan el 2% de los títulos que se ofrecen a sus espectadores
[12]. 

Sin dudas, los intentos más relevantes provienen de los países europeos, primeros en haber comprendido la entidad del problema planteado.

Fuera de los planes de apoyo comunitario (Media
[13]), todos los estados europeos conceden ayudas públicas a la industria cinematográfica y audiovisual en nombre de la diversidad cultural. Las formas de apoyo son múltiples; el importe de las financiaciones, los sistemas de estímulo fiscal y la atribución de créditos públicos, variados. A estas ayudas nacionales se suman las ayudas subnacionales y supranacionales. Las fuentes de financiación son muy diversas: por ejemplo, en Alemania, en la comunidad francesa de Bélgica y en Francia, se gravan los ingresos de las ramas de la industria (cine, televisión, video); en Finlandia y en el Reino Unido, es la Lotería la que financia estos fondos; en Alemania y Suecia, son contribuciones voluntarias de las televisiones; en España, Italia, Turquía, los fondos proceden de los presupuestos nacionales
[14].

En Canadá, el establecimiento del Office Nacional du Film intenta, a su vez, frenar la dependencia respecto de Hollywood, que ya considera a Canadá como parte integrante de su mercado interior
[15]. 

Francia es, indiscutiblemente, el país más constante en la aplicación de una política cinematográfica que no sólo sea la voluntad del príncipe sino también el resultado de exigencias expresadas por fuerzas sociales, aun cuando no sean ajenas a la tentación corporativista
[16].

Sin embargo, según un informe del Observatorio Europeo del Audiovisual relativo a 1997, de cada 100 películas estrenadas en la U.E. en la última década, 78 fueron de procedencia norteamericana, 14 europeas y 8 del resto del mundo. Eso sí, el informe agrega que, en el período 1995-96, solamente Bélgica, España y Francia exhibieron más filmes europeos que estadounidenses. En el resto de los países de la Unión, la mayoría norteamericana fue abrumadora, especialmente en Gran Bretaña
[17].

Por su parte, la distribución de los espectadores en las salas durante 2003, según porcentajes representativos de 15 países de la U.E. fueron las siguientes: Estados Unidos, 72,1%; Francia, 8,8%; Reino Unido, 6,0%; Alemania, 3,6%; Italia, 2,7%; España, 2,6%; otros países europeos, 2,2%, y el resto del mundo, 2,2%
[18].

Cabe destacar que la hegemonía del cine norteamericano se hace presente de manera particular en los países occidentales o en aquellos que carecen de producción de películas propias. Así, por ejemplo, en Corea del Sur, donde existe por ley una cuota de pantalla de 73 días al año para las películas locales, estas representaban en 2003 el 53% de las entradas vendidas. Otros países donde la producción local compite con claras ventajas frente a la estadounidense, son India, donde el 95% de sus 5 mil millones de espectadores anuales prefieren sus propios filmes; Egipto, donde ese porcentaje es de 73,4; Hong Kong, con el 47,4, y Japón, con el 33% de la taquilla para sus producciones
[19].
 
IV. LA PROTECCIÓN DE LA CULTURA EN LA CONSTITUCIÓN NACIONAL
 
Sentada nuestra posición acerca de las características de la actividad cinematográfica así como del rol que entendemos que el Estado debe asumir en la protección y regulación de las industrias culturales, es necesario evaluar de qué forma el ordenamiento jurídico local trata la cuestión.
En este sentido cabe destacar que en la Constitución Nacional se asigna especial trascendencia a la actividad cultural y se impone al Estado la obligación de adoptar las medidas necesarias para salvaguardarla. Puntualmente, en el último párrafo del artículo 75, inciso 19 se establece que el Congreso Nacional deberá dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación de las obras de autor; el patrimonio artístico y los espacios artísticos y audiovisuales.
Esta norma merece ser destacada desde dos aspectos, en primer lugar porque claramente obliga al legislador a proteger la identidad y la diversidad cultural (tema sobre el que volveremos con mayor profundidad más adelante) y, en segundo término, porque reconoce expresamente la trascendencia que tienen los medios y espacios audiovisuales para garantizar ese objetivo, aspecto éste último de suma relevancia para la materia que abordamos en este trabajo.
Pero no sólo en el citado artículo se marcan orientaciones en este sentido. También encontramos en distintos tratados con rango constitucional disposiciones en las que se reconoce el derecho de los ciudadanos a gozar de los bienes culturales y, se compromete al Estado a adoptar las medidas necesarias para garantizar plenamente su satisfacción.
Pueden citarse, por caso, el artículo 27 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el artículo XIII de la Declaración Americana de los Derechos el Hombre, en los que se garantiza a las personas el derecho a participar en la vida cultural de la comunidad y gozar de las artes.
Asimismo, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales se reconoce tanto el derecho de toda persona a participar en la vida cultural
[20] como el deber de los Estados signatarios de asegurar su goce
[21].
Es evidente, en consecuencia, que en el máximo nivel normativo nacional existe un conjunto de preceptos que no sólo facultarían al Estado a adoptar medidas que estime necesarias para proteger la cultura sino que, además, lo obligan a actuar activamente en defensa de tal acervo, así como de las actividades, comerciales o no, vinculadas con éste.
 
 
V. LA DIVERSIDAD CULTURAL
 
Frente a la homogeinización de los modos de vida y de pensamiento, el reconocimiento de la diversidad cultural como fundamento de la democracia es un fenómeno nuevo. Si bien, en términos internacionales, su trayectoria no lo es, en nuestro país entendemos que recién en la actualidad, las circunstancias económicas, políticas y sociales nos permiten avanzar en la utilización de este concepto a la materia que analizamos.
Hemos presenciado un enfrentamiento de fuerzas asimétricas entre una noción de cultura como “servicio” ofertado en el global democratic marketplace y otra entendida como “bien público común”, prenda de un mundo en el que la palabra democracia reconquista su sentido
[22].
Más allá de la aludida asimetría de fuerzas, existen razones para pensar que “algo” puede hacerse. O por lo menos, que algo debería hacerse si se realiza una adecuada interpretación de las normas en vigor (ello, claro está, sin perjuicio del aval axiológico de la posición que sustentamos, antes referido).
Esta postura no implica atacar el sistema de cuota pantalla actualmente vigente. Sin perjuicio de señalar que se ha dicho que muchas veces el discurso patriotero no consigue sino distanciar de esta problemática a  los países que apenas disponen de medios para producir una importante cantidad de películas
[23], lo cierto es que corresponde avanzar con mecanismos que impidan la absoluta homogenización del espacio cinematográfico.

En este sentido, es interesante tener en cuenta la experiencia francesa en este fenómeno que se remonta a los propios inicios del cine, y que no hace sino empeorar. En efecto, ha sido su doble estrategia de protección y ayuda a la producción la que le ha permitido al cine francés seguir siendo importante en sus salas. En la década de 1970, Francia seguía controlando su mercado interior. Durante el mismo período, en Italia la proporción pasa del 60% al 44%; en Gran Bretaña, del 41% al 20%; Alemania baja del 39% al 19%. En el resto del mundo, sólo Japón, la India y el bloque comunista escapaban al seísmo de Hollywood
[24].

Ya en la década de 1980, el cine norteamericano representaba el 32% de la películas importadas en el mundo y con un entre el 5 y 6% de la producción mundial de largometrajes, lograba la mitad de las recaudaciones mundiales
[25]. Por lo demás, incluso en la propia Francia, la participación de las películas estadounidenses ha saltado del 31% en 1979 al 57% en 1993
[26].

El peso económico del “sector cinematográfico” (en sentido lato, incluyendo industrias y mercancías conexas) estadounidense se ha multiplicado por cinco entre 1977 y 2001, pasando de 105.400 millones de dólares en el primero de esos años a los 535.000 millones para el segundo, un crecimiento del 7% anual contra el 3% del resto de la economía. Este crecimiento se observa, en rasgos generales, en el conjunto de las industrias culturales: datos proporcionados por la UNESCO correspondientes al año 2000 señalaban que ellas facturaron ese año 831.000 millones de dólares y 1,3 billones  de dólares en 2005 (crecimiento del 7,2% anual). Aunque debe destacarse que, entre el 80% y el 90% de esa facturación corresponde a las naciones más industrializadas, como son EE.UU., con el 55% y la Unión Europea, con el 25%. El porcentaje restante  incluye al resto del mundo, ocupando los países latinoamericanos apenas el 5% de la facturación global
[27].

El probado crecimiento de estas industrias en las economías más desarrolladas no asegura, sin embargo, en nuestros países “que tengamos la histórica oportunidad de experimentar a través de los productos culturales la diversidad existente en el planeta. La inserción de dichos productos dentro de la lógica económica, implica que la capacidad de ser  ofrecidos está supeditada al tamaño de la inversión  que se puede generar para tal fin. Y, en la actualidad, el mercado mundial está siendo crecientemente dominado por grandes conglomerados trasnacionales, frente a los cuales las empresas nacionales o locales son incapaces de competir: los productos y las industrias culturales no se eximen de esta tendencia. En particular, tal es el caso de los productos audiovisuales y discográficos y de la prensa y estaciones de televisión
[28].

Por otra parte, la conformación de conglomerados multimedios dentro de Estados Unidos y a escala mundial, sirvió a los propósitos de expansión de la monocultura más poderosa del planeta, los que se traducen, en el caso del audiovisual, en una seria amenaza a las industrias y a las culturas de otras naciones
[29].

El léxico de la economía global se transforma en vector de la uniformización de las formas de decir y leer el destino del mundo. Todo bajo el manto del “apoliticismo”. Pero no hay globalización sin desmantelamiento de las reglamentaciones públicas. Lo cual en modo alguno significa ausencia de reglas sino la instauración de un marco jurídico propicio a la ampliación del espacio de la mercancía
[30].

Por lo demás,  tal como señala la UNESCO, “Los bienes culturales no son sólo mercancía, sino recursos para la producción de arte y diversidad, identidad nacional y soberanía cultural, acceso al conocimiento y a visiones plurales del mundo”
[31].

Lo que está en juego es la instauración o restauración de un diálogo entre las culturas, que ya no sería sólo el de los productores y los consumidores, sino que realizaría las condiciones de una creación colectiva y verdaderamente diversificada, y que situaría al receptor en disposición de convertirse en el emisor, a la vez que se asegura de que el emisor institucionalizado aprenda nuevamente a convertirse en receptor. El reto final es el desarrollo armonioso en la diversidad y el respeto recíproco
[32].

Al abogar por el equilibrio de los “ecosistemas culturales”, la UNESCO, en los años noventa, introduce el tema de la diversidad en su filosofía y en sus planes de actuación. En 1998, la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales  para el Desarrollo, organizada en Estocolmo, define a estas últimas como “uno de los componentes clave del desarrollo endógeno y sostenible”.

La 31ª Conferencia General de la UNESCO, en octubre de 2001, aprueba por unanimidad una “declaración universal sobre la diversidad cultural”. El artículo primero eleva esta última a la categoría de “patrimonio común de la humanidad” y la considera también tan vital “para el género humano como la diversidad biológica para los organismos vivos”.
 
VI. EL RÉGIMEN LEGAL DE LA CINEMATOGRAFÍA Y LA CUOTA DE PANTALLA
 
Corresponde en este contexto examinar de qué forma el Estado Argentino ha procurado, a lo largo de los años, enfrentar los graves peligros culturales y económicos que en el ámbito local representa la situación hegemónica del cine de los Estados Unidos de América en el mercado cinematográfico mundial.  
Para ello, examinaremos los avatares atravesados por la denominada “cuota de pantalla”, instrumento de regulación que consideramos de capital importancia a la hora de hacer efectiva una verdadera oferta cinematográfica que garantice y asegure la diversidad cultural y proteja la producción nacional. 
 
A)    EL CINE NACIONAL
 
Respecto del cine argentino, es imprescindible destacar que, a pesar de que la primera proyección cinematográfica en el país se realizó en 1896
[33] y que las producciones nacionales datan de principios del siglo XX, no fue sino hasta 1944 que se dictó una norma exclusivamente dedicada a la actividad
[34]. 
Este señero precepto ya ponía de manifiesto la necesidad de que el Estado Nacional interviniera en el mercado a los efectos de asegurar una mínima cantidad de pantallas para la producción cinematográfica nacional. Tanto era así que su único objetivo fue fijar a los exhibidores, una “cuota de pantalla” para el cine nacional. Así, se estableció que en las salas de primera línea o estreno de Capital Federal, con capacidad mayor a 2.500 espectadores, debería exhibirse una película argentina cada dos meses como mínimo, durante siete días, comprendiendo un sábado y un domingo. En las restantes salas esa cuota era de una película por mes, durante un mínimo de siete días o de una película cada cinco semanas, durante un mínimo de dos semanas
[35].
Pocos años después, en 1947, la actividad dejó de ser regulada por vía de decreto, pues se sancionó la ley 12.999 que introdujo modificaciones al marco jurídico vigente y dispuso una cuota más severa que la existente al obligar a las salas céntricas de mayor capacidad a exhibir una película argentina por mes, como mínimo, durante una semana, con un sábado y domingo incluidos. Las restantes salas deberían hacerlo durante dos de cada cinco semanas, como mínimo, comprendiendo dos sábados y domingos.
Poco después, la ley 13.651 delegó en el Poder Ejecutivo Nacional la potestad de fijar el porcentaje de películas argentinas que deberían programar los exhibidores. Éste se mantuvo en una película argentina por mes para las salas de estreno
[36] y aumentó para las restantes, que deberían exhibir películas argentinas veintiún días, incluyendo tres sábados y domingos como mínimo, cada seis semanas
[37].
Cómo se puede observar, luego de casi 40 años de silencio, en tan sólo 6 años se constituyó un cuerpo normativo mediante el cual el Estado Nacional no sólo asumió la importancia del cine como medio para transportar y difundir ideologías y valores sino que además marcó claramente su voluntad de no dejar librada al juego del mercado a una actividad por la cual, hasta ese momento, no había demostrado mayor interés.
En este sentido, y aún cuando pueda discreparse respecto del manejo de los medios de comunicación por parte del gobierno de Juan Domingo Perón, es imposible dejar de reconocer que el suyo fue el primero que implementó una clara política de protección de la producción cinematográfica nacional e intentó poner límite al fenómeno que ya comenzaba a vislumbrarse: la homogeneización de los productos que se presentaban en pantalla. 
Tras el golpe militar de 1955, se produce un interregno de casi 15 años, en el que regirá el decreto-ley 62/57
[38]. En él se estableció un particular sistema de cuota de pantalla según el cual, si trascurrido un mes desde la calificación de una película argentina ésta no era contratada por ningún exhibidor, debía realizarse un sorteo que determinaría que sala de “estreno” la exhibiría, por lo menos una semana. Las “salas de cruce”, por su parte, tenían la obligación de programar una película nacional por trimestre, la que también debería permanecer en cartel por lo menos una semana. Mayores cuotas se aplicaban a las salas de cabecera de barrio y de primer y  segundo estreno. 
Finalmente, una nueva etapa se inicia en el año 1968, en el que se sanciona la ley 17.741 (hoy vigente -con algunas modificaciones-), en la que se tutela integralmente la actividad. En este precepto, en el que creó el Instituto Nacional de Cine y Artes Visuales, también se regula “la cuota de pantalla”. En el capítulo III de la norma expresamente se dispone que todas las salas de exhibición del país están obligadas a cumplir con dicha cuota. En el texto no se estableció cupo alguno sino que se delegó la facultad fijarlo en el Instituto Nacional de Cinematografía
[39]. Posteriormente, en la ley 20.170, se asignó tal prerrogativa al Poder Ejecutivo Nacional. 
Lamentablemente, fueron necesarios cinco años para que se reglamentara esta norma puesto que, recién en 1973, en el decreto 1045
[40], el Presidente de la Nación –de facto- estipuló la cuota de una película nacional por cada trimestre calendario. 

En este punto no podemos sino advertir que, paradójicamente, y a medida que la omnipresencia del cine industrial de los Estados Unidos se hizo mas patente, la cuota fijada por el Estado disminuyó. A ello debe sumarse un escaso compromiso en su aplicación durante largos períodos, lo que permite afirmar que, en los hechos, durante el lapso 1973-2004 la vigencia real de la “cuota de pantalla” fue, cuanto menos, intermitente. 

En este sentido, resulta paradigmática la situación verificada en los años 90. Durante esa “primavera desregulatoria”
[41], se llegó a sostener que en el marco de la filosofía económica que desarrollaba el gobierno nacional, el dictado de normas restrictivas podía derivar en trabas injustificadas para el mercado, que podían ser un factor de atraso y entorpecimiento del desarrollo nacional, contrariando el interés y la libertad de los consumidores
[42]. 

Esta “filosofía” se tradujo en el no cumplimiento efectivo de la cuota de pantalla durante esos años. Tal situación, que se prolongó más allá de un gobierno determinado, hizo eclosión en el año 2004 cuando –al amparo del suceso del denominado “nuevo cine argentino”- se hizo patente que la considerable producción nacional de material fílmico se veía impedida de acceder adecuadamente a las salas de exhibición pese a existir normas que así se lo garantizaban. 

Ello llevó al Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales a dictar la resolución 2016
[43] que no hizo más que implementar una normativa ya vigente
[44]. Esta resolución, como no podía ser de otra manera
[45], mantuvo el cupo de una película, por trimestre, por sala
[46] contemplado en el decreto 1405/73
[47] y es la que, con pequeñas modificaciones, rige actualmente
[48]. 

Este breve repaso nos permite advertir que si bien en los últimos años se ha observado una política más activa en la protección de los espacios para la exhibición de cine argentino, lo cierto es que, las cuotas vigentes se encuentran por debajo de las fijadas en otros períodos históricos, en los que la industria cinematográfica nacional era más fuerte y el fenómeno de la globalización siquiera se había manifestado. 

 
B)     LAS OTRAS CINEMATOGRAFÍAS 
 
Si consideramos que la actividad estatal en materia cinematográfica debe tener como norte garantizar una verdadera diversidad cultural en la oferta, ello implica brindar al público no sólo la posibilidad acceder al cine nacional sino también al producido en otras latitudes cuando éste no cuente con el poder de negociación necesario para competir por un espacio de exhibición con las mega-producciones de Hollywood. 
Ahora bien, ¿existe en el marco normativo vigente algún instrumento para extender la cuota de pantalla a películas foráneas? 

El capitulo III de la ley 17.741, en forma clara y taxativa limita la cuota de pantalla a las películas nacionales, por lo que, desde este ángulo, no existiría margen alguno, sin una modificación de la norma, para ampliar la protección a esos filmes. 

Sin embargo, es interesante señalar que el texto original del precepto otorgaba una posible solución al problema al reconocer entre las atribuciones del Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales, la de “regular las cuotas de ingreso y la distribución de películas extranjeras”
[49]. 
De esta forma, se abría una puerta para que el Instituto pudiera por, vía de cupos de ingreso, equilibrar la oferta de películas foráneas respetando la libertad de comercio pero impidiendo una dictadura de mercado que coartara la libertad de elegir del espectador.
Lamentablemente, tal alternativa –que nunca fue puesta en práctica- fue eliminada en 1994. 
En ese año, el Congreso Nacional sancionó el proyecto de ley 24.377, que introducía algunas modificaciones en las atribuciones del Director del Instituto, no obstante, mantenía invariada su potestad respecto de las cuotas de ingreso y distribución de películas extranjeras. 
Sin embargo, por decreto 1832/94, el Presidente de la Nación decidió vetar el inciso que contenía esa previsión por considerar que contrariaba la filosofía económica imperante; impedía y atentaba contra la el fortalecimiento y reactivación de los mercados; y se oponía al interés y a la libertad de los consumidores.
De manera que, equiparando al cine a cualquier otra mercancía a la que le resultaban aplicables sin más sus principios económicos del mercado, se eliminó el último instrumento legal que permitía, en cierta medida, extender a producciones extranjeras una protección similar a la que gozan las películas nacionales en materia de exhibición. 
Entendemos que, en tanto no se modifiquen las normas vigentes, será necesario agudizar el ingenio a los efectos de implementar alternativas que permitan consagrar una plena y efectiva diversidad cultural en la oferta cinematográfica
[50].
 
VII. CONCLUSIONES (E IDEAS PARA EL FUTURO)
 
Librada a la competencia en el mercado, la producción capaz de sobrevivir depende, como en el caso norteamericano, del sólido respaldo político de su gobierno en cuanto a negociaciones internacionales y, principalmente, su articulación o integración con otros sectores de la actividad audiovisual y de la economía en general.
En la actualidad, las grandes compañías hollywoodenses han perdido la relativa autonomía que tenían algunas décadas atrás y se han convertido en engranajes de poderosas corporaciones, cuyos otros productos atenúan los déficits de muchas producciones o ayudan a la obtención de utilidades. Cuando ellas sobreviven y se afirman en la competencia internacional, no es tanto por la facilidad con que pueden amortizar sus inversiones, sino porque forman parte de conglomerados de distribución y exhibición, es decir, de la comercialización audiovisual, fuente más segura y rentable, por el momento, que la simple producción de películas
[51].
Es en ese contexto, y en nuestra opinión, que las políticas activas que debería adoptar el Estado Argentino (el Nacional, pero también los locales, en el ámbito de sus respectivas competencias), deberían tener en cuenta los siguientes parámetros:
(1)                           Los tratados Internacionales en vigor permiten -en una lectura que los armonice con la Ley de Cine- llevar a pensar en una cuota pantalla no sólo para el cine nacional, sino una “cuota de diversidad cultural”.
(2)                           En ese sentido, podría pensarse al menos en un aspecto negativo de este sistema de cuotas, que impida la ocupación de determinados porcentajes del universo de pantallas existentes por la cinematografía de determinado origen (y, más aún, de determinadas películas en particular
[52]).
El primer término de la discusión debe ser, por lo tanto, el problema de la “oferta” desmedida y no el tamaño de los mercados
[53].
(3)                           Pensar en la posibilidad de establecer incentivos fiscales no sólo para la producción de cine nacional, sino para la exhibición orientada a garantizar la diversidad cultural
[54].
(4)                           Por lo demás, no debería olvidarse, al momento de adoptar medidas como las reseñadas, la importancia de la televisión: el consumo de películas es entre 300 y 400 veces mayor en la pantalla chica que en las salas tradicionales (estimando un consumo televisivo de 2-3 horas diarias como promedio, por persona mayor de 5 años, equivalente a unas 700 horas por persona/año y un consumo cinematográfico que no llega a 90 minutos por persona/año en el conjunto de Latinoamérica)
[55].
(5)                           Dicha importancia de la televisión no sólo tiene que ver con la exhibición. “El apoyo de la televisión sigue siendo esencial para la actividad cinematográfica de cada país”
[56].
(6)                           Por otra parte, tomando en cuenta el bloque de constitucionalidad vigente y los instrumentos internacionales en vigor (no sólo los ya referidos) no puede dejarse de lado la relevancia innegable de los ámbitos regionales para la adopción de medidas como las indicadas
[57].
(7)                           Por último, tampoco debería dejarse de lado lo que ha sido una carencia tradicional en nuestro país: la de políticas y programas de educación audiovisual tendientes a desarrollar una conciencia y una mirada críticas
[58]. 
Entendemos que siguiendo estos caminos podría garantizarse una verdadera libertad de elección por parte de los espectadores, la que es tan importante como la libertad de expresión de cineastas y creadores.
En este sentido, si bien no podemos desconocer los avances que en la materia se han realizado en los últimos años, parece indispensable que el Estado asuma un rol aún más activo en defensa de ese objetivo a fin de eliminar las asimetrías que a lo largo de este trabajo hemos remarcado y, de esta forma, evitar la consolidación de un modelo de homogeneización cultural y de valores que, montado en las “sacrosantas reglas del mercado”, intenta imponerse cada vez con mayor fuerza en todo el mundo.
 
Fernando E. JUAN LIMA
Sergio M. NÁPOLI
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�[5] Tal fue y es la postura sostenida por los EEUU en el marco del GATT/OMC.  


�[6] Theodor ADORNO y Max HORKHEIMER en su Dialéctica del iluminismo hacían hincapié en la creciente aplicación de técnicas de reproducción industrial en la creación y difusión masiva de las obras de arte. 


�[7] “Convención sobre la protección y promoción de la diversidad de las expresiones culturales”, adoptada por la UNESCO en 2005, en vigor a partir del 18 de marzo de 2007. 


�[8] Según el mismo texto, califican como industrias culturales, entre otras, la edición de libros, publicaciones y partituras musicales, la producción cinematográfica y audiovisual, y la elaboración de productos multimedia. 


�[9] Una visión económica del sector lleva a  precisar que las características distintivas de estas mercancías –en realidad, bienes o servicios culturales- es que su valor de uso es igual a su valor simbólico o, al menos, “está compuesto tanto por valor simbólico como por valor funcional o utilitario, siempre y cuando este último sea menor que el simbólico. A ese valor de uso se le equipara un valor de intercambio cuando un el bien o servicio se pone en circulación. Estamos hablando de bienes y servicios que intentan satisfacer, antes que nada, un tipo de necesidad específica: la cultural” (División de Cultura del Ministerio de Educación/Convenio Andrés Bello, Informe de Investigación: Impacto de la cultura en la economía chilena, Santiago de Chile, enero 2001 (cit. por GETINO, Octavio, Cine Iberoamericano. Los desafíos del nuevo siglo, INCAA y Ed. Ciccus,  Buenos Aires, mayo de 2007, p. 22). 


�[10] GETINO, Octavio, op. cit., p. 21. Dicho autor entiende por industrias culturales a las que están dedicadas a la producción de bienes y servicios culturales destinados específicamente a satisfacer y a promover demandas de contenidos simbólicos.


     “La dimensión económica dice relación con un complejo proceso que involucra empresarios, capital, recursos humanos y recursos tecnológicos industriales; y procesos de exhibición, promoción, distribución y venta que implica estrategias de público y mercado (…) La dimensión cultural de la industria audiovisual dice relación tanto con la existencia de una fase de creación artística en la producción –involucrando autores, guionistas, valores estéticos y tradición-, como por la especificidad de los bienes y servicios producidos por ese sector industrial. Las obras producidas son creaciones simbólicas y culturales (…) Su carácter concreto, dinámico, emocional, asociativo, sintético, holístico, afecta más a la fantasía y a la afectividad que a la racionalidad humana y está alterando –a nivel mundial- las pautas culturales de la sociedad globalizada, constituyéndose en la base de las nuevas identidades sociales, políticas y culturales del siglo XXI” (MINEDUC, Política de fomento y desarrollo del cine y la industria audiovisual. Antecedentes y diagnóstico del sector cinematográfico audiovisual chileno (Documento de trabajo). Santiago de Chile, 1996 (cit. por GETINO, Octavio, op. cit. p. 24). 


�[11] Aunque también sobre aquellas que han alcanzado un importante grado de desarrollo. En este sentido pueden citarse los casos de Canadá y Francia. 


�[12] GETINO, Octavio, op. cit., p. 27.


�[13] En el caso del programa Media, se promueve la comercialización de películas producidas, subvencionando la distribución de cine comunitario. El programa acordado en la Unión Europea para el período 2001-2005, denominado Media Plus, establecía un presupuesto de 400 millones de euros, de los cuales se destinarían 350 millones para el desarrollo de proyectos, distribución y promoción, y 50 millones para formación. En términos porcentuales, la distribución recibiría el 57,5% de dichos recursos. Gracias a este programa, el número de películas europeas distribuidas en el resto de los países de la UE que no participan en la producción, aumentó en un 85% en un período de cuatro años.


     A su vez, el Programa Euroimages fue establecido por el Consejo de Europa en 1988 y consiste en un fondo destinado a fomentar tres líneas principales de fomento: coproducción, distribución y exhibición, para beneficio de sus estados miembros (GETINO, op. cit., p. 45).


�[14] MATTELART, Armand, op. cit., p. 129. 


�[15] MATTELART, Armand, op. cit., p. 45. 


�[16] MATTELART, Armand, op. cit., p. 66. En este país, las cadenas de televisión están obligadas a difundir un 40% de obras francesas (60% de obras europeas) y a invertir una parte de su cifra de negocios en la producción cinematográfica (op. cit., p. 123). Hasta el año 1994, Francia era la nación europea con mayor estabilidad en materia de producción y número de salas de cine. Mientras que en ese país los filmes locales ocupaban el 55% del tiempo de pantalla, en el resto de Europa, dicho porcentaje se reducía al 20% -o inclusive, al 10%, según los casos- para beneficio del cine norteamericano, dueño del 70% u 80% del espacio dedicado en las salas a la proyección de películas. Incidieron en esta situación, junto con la defensa de la identidad cultural y lingüística, el firme respaldo de las políticas gubernamentales y también del público francés y su cultura (GARCON, Francois, “Correo de la UNESCO”, Octubre 1992, Paris; cit. por GETINO, Octavio, op. cit. p. 40).


�[17] GETINO, Octavio, op. cit., p. 46.


�[18] GETINO, Octavio, op. cit., p. 47.


�[19] GETINO, Octavio, op. cit., p. 28.


�[20] Artículo 6°. 


�[21] Artículo 3°. 


�[22] MATTELART, Armand, op. cit., p. 13. 


�[23] MATTELART, Armand, op. cit., p. 49. Es más, dicho autor también sostiene que “Numerosos países del sur encuentran en el reconocimiento oficial de un intercambio desigual el chivo expiatorio exógeno que les permite ocultar sus graves incumplimientos de libertades de prensa, expresión y creación en su propio territorio” (op. cit., p. 85).


�[24] MATTELART, Armand, op. cit., p. 66. 


�[25] MATTELART, Armand, op. cit., p. 67. 


�[26] MATTELART, Armand, op. cit., p. 125. 


�[27] Diario Clarín, 11/12/03; cit. por GETINO, op. cit., p. 23.


�[28] División de Cultura del Ministerio de Educación/Convenio Andrés Bello, Informe de Investigación: Impacto de la cultura en la economía chilena, Santiago de Chile, enero 2001 (cit. por GETINO, Octavio, op. cit., p. 24). Sin embargo, precisamente ha sido en el medio televisivo donde el predominio norteamericano se ha visto quebrado, aunque sólo sea parcialmente. En Alemania, por ejemplo, el cine de las majors sólo se lleva el 47% del tiempo de pantalla de los largometrajes, contra el 43% conseguido con las películas europeas. En Francia, los filmes de la región alcanzan el 60% o más de la programación y sólo en el Reino Unido aparece con fuerza el dominio norteamericano que controla el 70% del espacio que ocupa el cine en la TV (GETINO, Octavio, op. cit., p. 40). 


�[29] GETINO, Octavio, op. cit. p. 33.


�[30] MATTELART, Armand, op. cit., p. 97. 


�[31] UNESCO, Nuestra diversidad creativa: Informe de la Comisión Mundial de Cultura y Desarrollo, septiembre 1996; cit. por GETINO, Octavio, op. cit., p.23. 


�[32] Documento del Secretariado de la UNESCO, Montreal, 1980.


�[33] Para ser más exactos, el 18 de julio de 1896 se proyectó en el cine teatro Odeón "La llegada del tren", de los hermanos Lumière. 


�[34] Decreto 21.344. 


�[35] Art. 1°. 


�[36] Art. 7° del decreto 16.688/50. 


�[37] Art. 8 del citado decreto. 


�[38] La norma fue ratificada por el gobierno democrático en 1958.


�[39] No podemos dejar de señalar que desde el punto de vista estrictamente jurídico resultaba altamente cuestionable que el legislador delegara, sin límites precisos, la potestad de limitar derechos constituciones de los exhibidores en un mero ente autárquico


�[40] Aún vigente, con las modificaciones introducidas por el 2414/85.


�[41] Con la implementación del modelo económico neoliberal en la mayor parte de Latinoamérica, la producción fílmica se derrumbó en sus principales industrias entre finales de los ’80 y mediados de los ’90. Las políticas restrictivas aplicadas en México, Brasil y, en menor medida en Argentina, redujeron la producción conjunta de estos tres países de alrededor de 200 títulos (México y Brasil producían entre 80 y 90 largometrajes por año), a menos de 50 en 1995. Las políticas de Salinas de Gortari en México y Collor de Melo en Brasil habrían contribuido directamente a ese desastre (GETINO, Octavio, op. cit., p. 57).     


�[42] Consideraciones vertidas en el decreto 1832/94, por el que se vetó el ap. k), del inciso 4º, del art. 1° de la ley 24.377, en el que se reconocía al director del INCAA la atribución de regular las cuotas de ingreso y distribución de películas extranjeras.


�[43] Boletín Oficial del 30/6/04. 


�[44] Además, se reclasificaron las salas de exhibición existentes en el país, a las que se unificó en una la  categoría de “estreno”. 


�[45] Pues una norma de rango inferior no puede modificar a una superior.


�[46] Es importante destacar que para los complejos multisala la cuota se aplica a cada una de las pantallas con las que cuente –confr. Art. 16-.


�[47] De esta cuota es excluyó a las salas condicionadas (art. 19), a las salas vacacionales y a las signatarias de acuerdos especiales con el INCAA (art. 20). 


�[48] El productor local Pablo ROVITO señala que el Estado vuelve así, después de muchos años, a ocupar su papel de regulador del mercado, con mayor razón aún, cuando un pequeño grupo de compañías distribuidoras y exhibidoras, que responden básicamente a los intereses de la industria norteamericana, se arrogan el derecho de programar a su arbitrio las películas que el público puede ver o no ver en las pantallas del país (ROVITO, Pablo, “¿Qué estamos discutiendo?”, en revista “Cine y artes audiovisuales” Nº8, octubre 2004, CERC-INCAA, Buenos Aires).


�[49] Art. 2°, inc. n. 


�[50] Por ejemplo, implementar subsidios para aquellas salas que proyecten películas foráneas que el INCAA considere de interés. 


�[51] GETINO, Octavio, op. cit., p. 51. Si la industria estadounidense incrementó entre 1981 y 1993 en un 130% el volumen de producción, sus ganancias lo hicieron en un 400%, en ese mismo período, pasando de una utilidad global de US$2.985 millones en el primero de esos años a US$15.742 millones en el último de ellos. La clave del éxito radicó en haber logrado multiplicar por cuatro su penetración en los mercados mundiales del audiovisual, a partir de lo cual pudo duplicar su producción anual de películas.


�[52] Ver PORTA FOUZ, Javier, “Tomatazos”, revista El Amante. Cine, Nº 169, págs. 2/7.


�[53] DADEK, Walter, Economía cinematográfica, Rialp., Madrid, 1982. 


�[54] De esta forma, podría paliarse un efecto colateral, no deseado de la implementación de la cuota pantalla, como ha sido la reducción de las salas disponibles para el estreno de cine extranjero (no estadounidense).


     En efecto, basta una mera recorrida por los estrenos semanales de los últimos años para advertir que, como ya lo habían vaticinado algunos operadores del sector, la mayor disponibilidad de pantallas para el cine nacional no ha sido justamente a expensas de los mega-tanques de Hollywood.


�[55] GETINO, Octavio, op. cit., p. 71. Si bien estimamos que podría resultar inadecuado endilgar la totalidad del “consumo” televisivo a la visión de películas, la verdad de la afirmación efectuada aparece como innegable: el consumo de filmes es mayor por vía televisiva que a través de las salas tradicionales (a lo que cabría añadir el tema de la edición de películas en DVD, VHS, etc.).


      En este sentido, debe destacarse la política de los canales de TV, que hasta el momento –frente a la falta de implementación de la cuota pantalla televisiva- han apostado a las producciones cinematográficas norteamericanas adquiridas en paquetes en ferias internacionales de largometrajes y series. Si bien las estadísticas reflejan que en los últimos años aproximadamente el 15% del total de las películas exhibidas por los canales de televisión abierta fueron de origen nacional, muchas de ellas son repeticiones de filmes realizados varios años atrás, sobre los que los canales conservan los derechos para su exhibición, por cuanto la contribución de las pantallas a la generación de nuevas películas es limitada (PERELMAN, Pablo y SEIVACH, Paulina, La industria cinematográfica en la Argentina, CEDEM (Centro de Estudios para el Desarrollo Económico Metropolitano), GCBA, Buenos Aires, 2003).


       El dominio ejercido por las compañías norteamericanas sobre las salas (entre el 75% y el 80% de las recaudaciones) se repite en la TV abierta (con el 70-80% de los títulos programados), en la TV cable 75-85%) y en el video (80-85%). Situación ésta totalmente inversa a la que vive el cine local, que al igual del resto del cine latinoamericano depende casi exclusivamente del mercado tradicional de las salas de cine: 10-15% de los títulos ofertados en salas como promedio; 8-10% de la TV abierta; 8-12% de la TV por cable y 5-8% del video (GETINO, Octavio, op. cit., págs. 106/107). 


�[56] GETINO, Octavio, op. cit., p. 41.


�[57] Las dificultades de la adopción de medidas conducentes en ámbitos regionales se puede advertir, incluso, en la U.E.. Así, a pesar del creciente número de coproducciones entre los países de la región, el 93% de las películas no logra trasponer las fronteras de su país de origen (GETINO, Octavio, op. cit., p. 43). Cabe aclarar, además, que cuando hablamos de “cine latinoamericano”, nos valemos simplemente de un término convencional. Entre las, aproximadamente, 12.500 películas producidas desde 1930 a 2000 en América Latina, 5.500 corresponden a México (45% del total), 3.000 a Brasil (25%) y 2.500 a Argentina (20%). El 90% de la producción de películas se concentró en sólo tres países, correspondiendo el 10% restante a más de veinte repúblicas de la región (GETINO, Octavio, op. cit., p. 53).


�[58] GETINO, Octavio, op. cit., p. 270.



















































































































































































